DECLARACIÓN ORAL CORPORACION JURIDICA YIRA CASTRO ITEM 8 - POST CONFLICTO
La Corporación Jurídica Yira Castro -CJYC- es una ONG que propende por la defensa, de los derechos humanos de las víctimas del conflicto armado en Colombia. En nuestra labor representamos y asesoramos a comunidades e individuos indígenas en la lucha por sus derechos fundamentales, especialmente en su derecho a la tierra y el territorio, verdad, justicia  y reparación integral para las  víctimas del conflicto armado. 

Colombia se encuentra en una fase post-acuerdo con un conflicto que no ha cesado, negociaciones de paz e implementación del acuerdo final de paz entre las extintas FARC-EP y el gobierno Colombiano y el reto de la implementación de la ley 1448 de 2011, por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones.
Observamos con preocupación la precaria atención de la institucionalidad, violaciones estructurales y sistemáticas de los derechos de los pueblos indígenas, víctimas del conflicto armado, especialmente la tierra y el territorio, al autoconocimiento, autodeterminación libre y a la identidad cultural de los pueblos indígenas.

Oswaldo ya presento su caso y queremos exponer otro caso que acompañamos.

Otro caso emblemático y que evidencia la falta de enfoque etnico y priorización de pueblos originarios y acción con daño es el del resguardo indigena ASEINPOME de comunidades de los pueblos indígenas Kubeo y Sikuani. Estas comunidades se encuentran nuevamente en su territorio ancestral, en la vereda El Porvenir, en Puerto Gaitán, Meta. Fueron desplazados de ahí alrededor de 1930/40 por la llegada de ganaderos y actores armados. Posteriormente esta tierra estaba bajo control de Victor Carranza, un paramilitar de mucha influencia y otros paramilitares. En 2015 con la muerte de dicho sujeto, las comunidades empezaron a volver a sus tierras, la situación de seguridad continúa poniendo en riesgo al pueblo. En agosto de 2023 la Agencia Nacional de Tierras formalmente entregó títulos  de esta tierra y constituyó el resguardo de la comunidad ASEINPOME sin que haya sido subsanado anteriormente y además entregándolo a una persona que ya no era el representante legal de la comunidad. Con este actuar la ANT hizo una acción con daño, ya que por un lado no respetó el derecho al sistema de gobierno propio de la comunidad y creó una situación de inseguridad para la comunidad, manifestando que ahora ya que es formalmente propiedad suya, es su responsabilidad resolver la situación. Resulta que de los 2 predios que conforman el resguardo, solo uno está subsanado y el otro se encuentra invadido por personas vinculadas a actores armados, quienes vigilan, persiguen, hostigan y amenazan a los miembros de la comunidad étnica y campesina sujetos de reforma agraria. 

Por otro lado, en el marco de este acuerdo de paz firmado en el teatro Colón se estableció la Jurisdicción Especial para la Paz -JEP como mecanismo de justicia transicional para investigar sobre los crímenes no amnistiables cometidos por las FARC-EP, la fuerza pública y terceros en una base voluntaria. 
Destacamos que esta Jurisdicción tiene mucho potencial en cuanto a la coordinación con la Justicia Especial Indigena -JEI y la implementación de conceptos como derecho propio de los pueblos indígenas de Colombia y el principio de la centralidad de las víctimas, principio estructural de la JEP. Este Tribunal transicional ha contribuido al reconocimiento de territorios indígenas y ríos como sujetos de derecho y daños colectivos, culturales, organizacionales y espirituales a los pueblos étnicos. Sin embargo, hay muchas deficiencias y el principio de estricta temporalidad limita a la jurisdicción especial para la paz, dejando una sensación en las comunidades y representantes donde se busca avanzar a costo de los derechos y principios fundamentales de las víctimas. 
Celebramos la apertura del Macrocaso 09 sobre Crímenes no amnistiables cometidos contra Pueblos y Territorios Étnicos en el marco del conflicto armado colombiano. Consideramos que dicho caso podría llegar a ser un ejemplo a nivel internacional si se logra incluir y garantizar la participación efectiva y real, además por integrar a las instituciones para buscar una reparación colectiva de los pueblos originarios más marginalizados. 

Solicitudes


0. En su función de aclarar las implicaciones de los principios fundamentales, tales como la autodeterminación, y el consentimiento libre, previo e informado, recomendar a la Mesa Permanente de Consulta y Concertación de los Pueblos Indígenas a nivel nacional de Colombia, que tomen medidas para incluir y garantizar la participación directa y eficaz de los pueblos indígenas que no hacen parte de esta Mesa para cumplir con el artículo 32 de la Declaración. Por otro lado, a instituciones  como la Unidad para las Víctimas que desiste de actuaciones revictimizantes como en el caso de la comunidad Je’eruriwa de desconocer su derecho al autorreconocimiento y autodeterminación, y su derecho a la reparación integral al NO reconocerlos como Sujeto de Reparación colectiva.


0. Fortalecer y recomendar a la Jurisdicción Especial para la Paz en su macrocaso 09 para garantizar la priorización y participación real de los pueblos en exterminio físico y cultural para que sea un ejemplo de prácticas idóneas a nivel internacional para otros procesos de justicia transicional con enfoque diferencial y coordinación entre justicias transicionales y Jurisdicción Especial Originaria. 



